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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 7 de marzo de 1994, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinarja, a solicitud de varios señores senadores, el próximo 
martes 8, a la hora 16, a fin de levantar el receso para conside- 
rar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley por el 
que se reduce la alícuota del Impuesto de Enseñanza Primaria. 


(Carp. N” 1410/94 - Rep. N* 737/94 y Anexo 1) 
LOS SECRETARIOS”. 
“Montevideo, 7 de marzo de 1994, 


Señor presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


Los señores senadores abajo firmantes solicitan a usted la 
convocatoria del Cuerpo en sesión extraordinaria para el día 
martes 8, a la hora 16, a fin de levantar el receso y considerar 
el proyecto de ley por el que se reduce la alícuota del Impuesto 
de Enseñanza Primaria. 


Saludan a usted atentamente, 


Cassina, Astori, Korzeniak, Gargano, Pérez. Se- 
nadores.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Ara- 
na, Astori, Batalla, Belvisi, Besozzi, Bianchi, Blanco, Bouza, 
Bouzas, Cassina, Elso Goñi, Gargano, González Modernell, 
Grenno, Irurtia, Korzeniak, Pereyra, Pérez, Priore, Ramí- 
rez, Ricaldoni, Silveira Zavala, Viera y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Amorín La- 
rrañaga, Bruera, Jude y Urioste; con aviso, los señores sena- 
dores Hakenbruch y Millor; y, sin aviso, el señor senador 
Librán Bonino. 

3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierto el 
acto. 


(Es la hora 16 y 2 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


8 de Marzo de 1994 


“Montevideo, 8 de marzo de 1994, 


“La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se introducen modificaciones al “Código 
del Menor”. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


por el que se concede pensión graciable a la señora 
Isabel Giménez Gómez de Visca. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


por el que se designa con el nombre “Benita Berro 
de Varela” la Escuela N” 230 de ler. Grado de Mon- 
tevideo. 


por el que se crea una Comisión Especial para im- 
plementar un régimen de pasantías para alumnos y 
egresados del Consejo de Educación Técnico Profe- 
sional. 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas comunicando las resolu- 
ciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


De Primeras Líneas de Navegación Aérea: rela- 
cionada con el Estado de Ejecución Presupuestal al 31 
de diciembre de 1992. 


Del Instituto Nacional de Carnes: relacionada con 
los Estados Contables correspondientes al ejercicio 1991, 


-Ténganse presente. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo remite 
una nota comunicando que asumió la señora ministra 
doctora María Inés Varela de Motta, la Presidencia del 
Organismo. 


-Téngase presente. 


Las Juntas Departamentales de Lavalleja, Flores, Ta- 
cuarembó, Colonia, Paysandú, Florida y Montevideo, 
remiten notas comunicando la integración de sus Mesas 
para el período 1994-1995. 


-Ténganse presente. 


El señor senador Jaime Pérez presenta un proyecto 
de resolución por el que se designa una Comisión Espe- 
cial para la publicación de las intervenciones parlamen- 
tarias del ex-senador Enrique Rodríguez. 
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-A la Comisión de Presupuesto. 

El señor senador Eduardo Viera solicita, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Consti- 
tución, se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social relacionado con la situación 
creada en algunas empresas del calzado que afectan la 
salud de los trabajadores y cuáles medidas han sido adop- 
tadas al respecto. 

-Procédase como se solicita”. 

4) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se levanta el 
receso para celebrar esta sesión extraordinaria. 


(Se vota:) 
-18 en 18, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Está abierta la sesión. 

5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Omar Urioste solicita licencia, por el día 
de la fecha, por motivos de salud.” 


-Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 8 de marzo de 1994. 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 

De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al señor presidente licencia 
por el día de la fecha; motiva la misma razones de 
salud. 

Sin otro particular, le saludo con mi más alta estima. 


Omar Urioste. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la solicitud de licencia. 


(Se vota:) 
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-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) CODIGO DEL MENOR. Modificaciones. Proyecto de 
ley. Rectificación de trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de pasar al orden del día la 
Presidencia plantea, con relación al proyecto de modificaciones 
al Código del Menor que, en realidad, constituye un nuevo 
Código -se trata del antiguo Código del Niño- la posibilidad de 
que, en lugar de pasarlo a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación, que está sobrecargada de trabajo, se nombre una Comi- 
sión Especial integrada por un señor senador de cada una de las 
bancadas que conforman el Cuerpo. 


Luego, si el Senado está de acuerdo, la presidencia proce- 
derá a designar dicha Comisión Especial para estudiar las mo- 
dificaciones al Código del Menor. 


Si no hay objeciones, se procederá de esa manera. 


7) ENSEÑANZA PRIMARIA. Reducción de la alícuota 
del impuesto establecido por la ley N” 15.809. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el único 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se reduce la 
alícuota del impuesto de Enseñanza Primaria. (Carp. N” 1410/94, 
Rep. N” 737/94 y Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1410/94 
Rep. N* 737/94 
Anexo I 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Redúcense en un 50% (cincuenta 
por ciento) las tasas establecidas en el artículo 639 de la 
ley N” 15,809, de 8 de abril de 1986, en la redacción 
dada por el artículo 420 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992. 


Esta disposición se aplicará al impuesto generado 
desde el ejercicio 1993, inclusive. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1? de febrero de 1994. 


Luis A. Heber 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 
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MINISTERIO DE ECONOMIA 
Y FINANZAS 


Montevideo, 21 dic. 1993 


Sr. presidente de la 
Asamblea General 
Dr, Gonzalo Aguirre Ramírez 


Sr, presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a consi- 
deración de ese Cuerpo el proyecto de ley que se acom- 
paña. 


Con el mismo se procura mayor justicia en la Tribu- 
tación del Sector Agropecuario, a cuyos efectos se en- 
tiende adecuado facultar al Poder Ejecutivo a generali- 
zar el IRA, atendiendo a que este tributo sólo grava las 
rentas reales obtenidas por el productor. En otros térmi- 
nos: de no existir renta no corresponderá liquidar nin- 
gún impuesto. De concretarse la generalización, la tasa 
del IMAGRO se reducirá a 0%, quedando tácitamente 
inexistente este impuesto que al no gravar la renta 
real de la explotación, sino la potencial a nivel predial, 
no contempla la verdadera situación económica del pro- 
ductor. 


Se ha entendido además que no se justifica que para 
el IRA, no existan las mismas normas sobre responsabi- 
lidad solidaria de socios directivos de sociedades contri- 
buyentes condóminos y directivos de asociaciones y fun- 
daciones, en el pago del impuesto como existe en el 
IMAGRO, atento a que ambos impuestos tienen el mis- 
mo asiento, razón por la cual se propicia la extensión de 
dichas normas al Impuesto a las Rentas Agropecuarias. 


Finalmente y con referencia al Impuesto de Ense- 
fianza Primaria, la modificación de la base de liquida- 
ción del tributo establecida por el artículo 420 de la ley 
N* 16.320 de 1” de noviembre de 1992 (valor real de la 
propiedad) ha devenido en un importante aumento del 
impuesto, que repercute, en especial y en mayor grado, 
en los propietarios de las explotaciones agropecuarias. 


En cuanto al articulado, se explica como sigue: 


Artículo 1%, - Con esta norma el Poder Ejecutivo 
podrá, en el momento que estime conveniente, generali- 
zar el IRA a todo el sector agropecuario. Concomitante- 
mente quedará fijada en el cero por ciento la tasa del 
IMAGRO. 


Con la fijación de la Tasa Cero no quedan derogadas 
las normas que integran el Título 7 del T.O. 91 por lo 
que al quedar éste vigente permite que otras disposicio- 
nes legales puedan remitirse a los artículos en él incluidos. 
Tal lo que sucede con el artículo 4” de este proyecto. 
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Art. 2%. - Se reduce la alícuota del impuesto de En- 
señanza Primaria en un 50% y en virtud de que el im- 
puesto se paga en el año siguiente al de su generación, 
se ha establecido para efectivizar rápidamente la reduc- 
ción que ésta opere desde el año en que se fija su pago. 


Art. 3”. - Por este artículo se supedita la reducción 
del Impuesto de Enseñanza Primaria a la generalización 
del IRA. 


Art. 4%. - Con esta norma se equipara la responsabi- 
lidad solidaria de los contribuyentes del IRA con los del 
IMAGRO, lo cual resulta de total justicia, en virtud de 
la identidad de asiento de ambos impuestos. 


Sin otro particular, saluda al Sr. presidente con la 
mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Ignacio de Posadas Montero, Pe- 
dro Saravia. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir 
en el Impuesto a las Rentas Agropecuarias todas las 
actividades actualmente comprendidas en el Título 7 del 
Texto Ordenado 1991, quedando fijada en 0% (cero por 
ciento) a partir de ese momento, la tasa del Impuesto a 
las Actividades Agropecuarias. 


Art. 2”. - Redúcense en un 50% (cincuenta por 
ciento) las tasas establecidas en el artículo 639 de la 
ley N* 15.809 de 8 de abril de 1986, en la redacción 
dada por el artículo 420 de la ley N” 16.320 de 1? de 
noviembre de 1992. 


Esta disposición se aplicará al impuesto que debe 


"liquidarse en el año en que entre en vigencia. 


Art. 3". - El artículo 2” de la presente ley, entrará en 
vigencia cuando se haga efectiva la facultad a que refie- 
re el artículo 1”. 


Art, 4% - Serán aplicables al Impuesto a las Rentas 
Agropecuarias las disposiciones del artículo 4* del Títu- 
lo 7 del Texto Ordenado 1991. 


Ignacio de Posadas Montero, Pedro Saravia. 


LEY N” 15.809, 
DE 8 DE ABRIL DE 1986 


Artículo 639. - Las alícuotas del impuesto serán las 
siguientes: 


8 de Marzo de 1994 


8 de Marzo de 1994 


Valores reales 


de N$ 300.000 a N$ 500.000 - 1.5 por mil 
de N$ 500.001 a N$ 2:000.000 - 2 por mil 
de N$ 2:000.001 a N$ 5:000.000 - 2.5 por mil 
mayores de N$ 5:000.000 - 3 por mil 


La escala precedente se actualizará anualmente, me- 
diante la aplicación del fndice de variación de precios 
determinado por la Dirección General de Estadística y 
Censos y verificado durante el año civil inmediato ante- 
nor. 


LEY N” 16.320, 
DE 1” DE NOVIEMBRE DE 1992 


Artículo 420. - Sustitúyese el artículo 639 de la ley 
N* 15,809, de 8 de abril de 1986, en la redacción dada 
por el artículo 368 de la ley N” 15,903, de 10 de no- 
viembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 639. - Las alícuotas del Impuesto de 
Enseñanza Primaria serán las siguientes: 


Valor de N$ 4:000.001 a N$ 7:000.000 - 1.5 por mil 
Valor de N$ 7:000.001 a N$ 30:000.000 - 2 por mil 
Valor de N$ 30:000.001 a N$ 70:000.000 - 2.5 por mil 
Valor de N$ 70:000.001 en adelante - 3 por mil 


Los valores que se indican corresponden a los valo- 
res reales de los inmuebles determinados por la Direc- 
ción General del Catastro Nacional y Administración de 
Inmuebles del Estado, vigentes al 1? de enero de 1991, y 
se actualizarán mediante la determinación que fije el 
Poder Ejecutivo respecto de dichos valores reales”. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Redúcese en un 50% las alícuotas 
establecidas en el artículo 639 de la ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986, en la redacción dada por el artículo 
420 de la ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992, 
exclusivamente respecto a las propiedades inmuebles ru- 
rales. 


Esta disposición se aplicará al Impuesto de Enseñan- 
za Primaria cuyo pago debe efectuarse a partir del año 
1994, 


Art. 2”, - Facúltase al Inciso 25 ANEP a destinar, 
por única vez, en los ejercicios 1994 y 1995 para aten- 
der el ajuste salarial de sus funcionarios docentes y no 
docentes, los siguientes recursos; 


A. - Un monto equivalente de hasta U$S 3:000.000 
(tres millones de dólares americanos) de las partidas 
asignadas por los artículos 612 y 613 de la ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1993. 
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B. - Un monto equivalente de hasta U$S 10:000.000 
(diez millones de dólares americanos) provenientes del 
Impuesto de Enseñanza Primaria (Artículos 636 y si- 
guientes de la ley N” 15,809, de 8 de abril de 1986). 


C. - Un monto equivalente de hasta U$S 1:000.000 
(un millón de dólares americanos) que se transpondrá 
del sub-rubro 7.5 “transferencias a unidades familiares”. 


La ANEP dará cuenta de lo actuado a la Asamblea 
General, Tribunal de Cuentas de la República y Ministe- 
rio de Economía y Finanzas, 


Art. 3”. - Los montos otorgados a los funcionarios 
del Inciso 25 ANEP en el marco de lo dispuesto en el 
artículo precedente serán ajustados en la misma oportu- 
nidad y porcentaje que los sueldos de esos funcionarios, 
con cargo a Rentas Generales”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general, 

SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: voy a ser muy breve 
en mi exposición, dado que sobre este tema ha habido abun- 
dante información pública. 


Personalmente, definiría este proyecto de ley como la base 
de los acuerdos que han permitido una salida al conflicto plan- 
teado en el ámbito de la enseñanza, referido a los salarios de 
los funcionarios docentes y no docentes. 


Quiero señalar que en la elaboración de esta solución han 
colaborado absolutamente todas las partes involucradas en este 
tema. Cuando digo todas las partes involucradas me refiero al 
gobierno, a las autoridades de la educación y, en particular, al 
Consejo Directivo Central de la ANEP y, desde luego -y lo 
menciono con especial énfasis- a las organizaciones que agru- 
pan a los trabajadores docentes y no docentes de la enseñanza. 
En el ámbito del Parlamento, lo único que se hizo fue articular 
las contribuciones provenientes de todas las partes involucra- 
das. En consecuencia, me gustaría dejar sentado que esta solu- 
ción es producto de los aportes realizados por absolutamente 
todos los actores de este proceso. 


Asimismo, nos pareció que la vía más práctica para concre- 
tar estos acuerdos, era la de modificar un proyecto de ley que 
cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes y 
que contiene una rebaja de la alícuota del Impuesto de Ense- 
ñanza Primaria. 


Por medio de este proyecto de ley sustitutivo se dispone que 
esta rebaja opere, exclusivamente, respecto de los padrones 
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rurales, excluyéndose los de los centros urbanos, En su artículo 
2”, se faculta a las autoridades de la Administración Nacional 
de Educación Pública a destinar los fondos de recursos, lo que 
permitiría adecuar los niveles salariales de los funcionarios do- 
centes y no docentes. 


En el artículo 3” se ha establecido que estos montos otorga- 
dos a los funcionarios de la Educación Pública serán ajustados 
en la misma oportunidad y porcentaje que los sueldos de estos 
funcionarios. Es decir, que también serán tenidos en cuenta a 
los efectos de futuros ajustes de salarios cuatrimestrales o pe- 
riódicos. 


No voy a extenderme más en esta intervención. Pienso que, 
siendo fruto de un acuerdo, el Senado de la República está en 
condiciones de resolver rápidamente sobre el tema a fin de que, 
en el día de mañana la Cámara de Representantes pueda hacer 
su aporte para materializar, en una ley, las bases fundamentales 
de ese acuerdo que ha permitido solucionar el conflicto plan- 
teado en la enseñanza. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: quiero destacar la 
respuesta que, con este acto legislativo, el Parlamento está dan- 
do a ciertos ataques que, frecuentemente, se le dirigen, tachán- 
dolo de inoperante o de insensible frente a los problemas del 
Estado. En momentos en que el Poder Ejecutivo no encontró la 
vía para la satisfacción del problema que aflige a los funciona- 
rios de la ANEP, el Poder Legislativo reaccionó y a través de la 
Comisión Permanente encontró una fórmula que permitiera cum- 
plir un compromiso contraído con estos funcionarios en el mes 
de marzo del año pasado, en oportunidad de un conflicto simi- 
lar a éste. Quizás haya sido un conflicto más grave que el 
actual porque en aquel momento los docentes ya habían decre- 
tado una situación de abandono de sus tareas. Fue entonces que 
en medio de aquellas negociaciones el Poder Ejecutivo se com- 
prometió a mantener el valor real de las conquistas que se 
obtenían. 


Por otro lado, como el señor ministro de Economía y Finan- 
zas ha dicho en esta Casa a los cronistas parlamentarios -no sé 
si también se lo expresó a los señores legisladores- que ese 
compromiso no existía y que constituía una mentira -repito que 
la palabra empleada fue “mentira”- y como además quien habla 
sostuvo lo contrario, digo y afirmo que no es mentira; es abso- 
lutamente verdadero que se había contraído esa obligación. 
Afirmo esto con conocimiento pleno de los sucesos porque en 
aquel momento el señor presidente de la República me solicitó 
que trasmitiera en su nombre a los dirigentes sindicales que si 
aceptaban la fórmula propuesta, el Poder Ejecutivo se compro- 
metía a que en los próximos ajustes cuatrimestrales se manten- 
dría el valor real de esas conquistas. Por lo tanto no se puede 
decir que esto es mentira; lo niego terminantemente y me baso 
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no sólo en mis palabras sino también en los hechos que acabo 
de señalar y que son absolutamente ciertos. 


En determinado momento, hace 15 días -más concretamen- 
te el martes 22- el Poder Ejecutivo ofreció al señor presidente 
del CODICEN la suma de U$S 9:000.000 para solucionar este 
problema y, sin embargo, curiosamente, antes de terminar el 
día la propuesta fue retirada. Quiere decir, entonces, que el 
Poder Ejecutivo consideró que existían los fondos e inmediata- 
mente después del retiro de esa propuesta, el señor ministro de 
Economía y Finanzas manifestó que no tenía recursos. Este fue 
el primer argumento que esgrimió. 


Al día siguiente dicho secretario de Estado señaló que la 
causa era la inconstitucionalidad de este aumento. Por lo tanto, 
en un término de 24 a 48 horas se manejaron dos argumentos: 
la falta de recursos y, por otro lado, la inconstitucionalidad. 
Pienso que no puede ser inconstitucional para los funcionarios 
de ANEP un aumento que se había otorgado en el mes de 
enero, por un decreto del Poder Ejecutivo, para otros funciona- 
rios del Estado; si éste fuera inconstitucional el otro también lo 
sería. En consecuencia, el argumento empleado no resiste nin- 
gún análisis. 


De todos modos, lo cierto es que frente a esta inacción y a 
estas vacilaciones en busca de argumentos del Poder Ejecutivo, 
el Parlamento, tan atacado por su inacción y por su insensibi- 
lidad, encontró esta fórmula. Debo confesar que dicha fór- 
mula -creo que esto también lo ha dicho el señor miembro 
informante- no es seguramente la que mejor satisface las nece- 
sidades del momento. Digo esto porque se está disponiendo de 
los recursos del Impuesto de Primaria que tienen un destino 
muy especial y si bien en esta oportunidad son el fruto de una 
rebaja que se hace en el tributo a los inmuebles urbanos, igual- 
mente constituye un precedente peligroso el hecho de que el 
Parlamento comience a cambiar el fin de ese gravamen. Con 
estos recursos se atienden dos aspectos de las necesidades de la 
enseñanza: la compra de equipamiento y la alimentación esco- 
lar; estos dos rubros son el destino que tiene el Impuesto de 
Primaria. Por lo tanto, esto puede aceptarse por una única vez y 
en base a que sería el fruto de una rebaja que se otorgaría a los 
inmuebles urbanos, dándoles por esta vía otro destino. No obs- 
tante, reitero, que es peligroso que los legisladores, aun frente a 
reclamos tan justos como éstos, comencemos a manejar el des- 
tino de un impuesto que tradicionalmente tiene una vía final ya 
establecida, tendiente a financiar necesidades insoslayables del 
organismo. 


En cuanto a la justicia de este problema, y teniendo en 
cuenta el compromiso que existía por parte del Poder Ejecutivo 
en relación a mantener el valor real de las conquistas logradas 
en marzo del año pasado, podemos decir que los reclamos son 
de estricta justicia. Para sostener lo que acabo de decir me baso 
en una cantidad de cuadros que tengo en mi poder y que no voy 
a utilizar para no extenderme en una exposición que no es el 
caso formular sino que simplemente caben las salvedades que 
estoy haciendo. De todos modos diría que en este momento hay 
7.648 docentes que ganan menos de $ 1.000 y que han tenido 
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en el último año un desajuste salarial del 15.3%. Podríamos 
seguir enumerando las distintas escalas y comprobaríamos que 
si bien el desfase no es tan grande basta saber que hay más de 
7.000 docentes que están cobrando, repito, menos de $ 1.000. 
Entonces, creo que lo que se plantea es de absoluta justicia. 


Finalmente, reitero una vez más que cuando algunos gober- 
nantes hablan -a veces también lo hace la prensa- sobre lo que 
el Estado gasta en enseñanza, debo decir que no considero que 
esto sea un gasto; creo que más bien se trata de una inversión. 
Después de la inversión que se hace en salud, el Estado no 
tiene mejor inversión que la que haga en preparar a la gente 
para la vida, por medio de la educación, aumentando su cono- 
cimiento. El mundo cambia vertiginosamente a través del co- 
nocimiento científico y si nosotros descuidamos la base del 
mismo, que es la educación, estamos postergando y retrasando 
el proceso que en el Uruguay se debe realizar para acompañar 
estos cambios que se producen a nivel mundial. 


Con las salvedades señaladas en el sentido de que este no es 
el mejor camino, pero que hubo que adoptarlo como una solu- 
ción de emergencia, vamos a votar el proyecto que está a 
consideración del Senado. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: nuestro sector polí- 
tico se aproxima al proyecto de ley sustitutivo a consideración 
del Senado, con reflexiones en cierto modo contradictorias. 


Por un lado, a favor del mismo, nadie puede discutir que el 
nivel de remuneraciones, no solamente de los docentes, como 
acaba de recordar el señor senador Pereyra, sino en general, en 
la Administración, es bajo. Atenderlo, y hacerlo particularmen- 
te en lo que tiene que ver con la enseñanza parece, entonces, 
harto justificado. Ello nos impulsaría, como en todas las eroga- 
ciones destinadas a la Enseñanza, a acompañarlo ya que se 
atiende -y también en esto coincido con el señor senador Perey- 
ra- a una de las responsabilidades fundamentales del Estado. 
Cualquiera sea la concepción política que se tenga, la educa- 
ción es un tema central en un Estado que realmente cumpla sus 
funciones de tal. 


Por otra parte, no podemos desconocer que desde el punto 
de vista práctico da solución a un conflicto que llena de angus- 
tia a los hogares y a las familias uruguayas en el momento en 
que dan comienzo las clases. 


Asimismo, como señalaba el señor senador Astori refleja un 
amplio consenso de los sectores políticos expresado en los dis- 
tintos niveles parlamentarios. 


Hacíamos mención a niveles de sueldos bajos que se trata 
de compensar, a la atención del área educativa, que es priorita- 
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ria en el quehacer del Estado, al acuerdo de los sectores políti- 
cos, que respalda el proyecto que estamos considerando y, fi- 
nalmente, a la solución de un conflicto inminente. Pero también 
debemos mirar el otro lado de la cuestión, señor presidente. 


En este sentido, queremos decir muy claramente que, en 
nombre de nuestro sector político, no vemos con simpatía o 
beneplácito la circunstancia de que debamos legislar en las 
presentes condiciones, frente a un planteamiento de naturaleza 
gremial. Así, tenemos que abocarnos a la consideración del 
proyecto bajo un régimen, digamos, de ley de urgencia gre- 
mial. A veces nos agraviamos de las leyes de urgencia declara- 
das tales por el Poder Ejecutivo, y ahora estamos, a tambor 
batiente, ante la necesidad de pronunciarnos en esta urgencia, 
repito, de carácter gremial. Tampoco nos hace felices el hecho 
de que esa presión sea a propósito de la enseñanza de los 
jóvenes y de los niños uruguayos, que son, en cierta medida, 
Jos rehenes de esta situación. Decimos, pues, que nos molesta 
una cosa y la otra. 


Además, queremos señalar que esta práctica es discrimina- 
toria respecto a otros sectores de funcionarios públicos, que no 
tienen la posibilidad material de ejercer este tipo de presiones, 
Creemos que no es bueno para el funcionamiento debido de las 
instituciones que se produzcan estas presiones, y menos aun 
que finalmente obtengan resultados. 


En cuanto al fondo de la solución a la que se ha 
legado -también aquí coincido con algunas apreciaciones que 
formuló el señor senador Pereyra- encontramos que es inconve- 
niente que un recurso, una renta destinada nada más ni nada 
menos que a la alimentación de los escolares, a proporcionar 
útiles y a realizar refacciones y reparaciones necesarias en las 
escuelas -por ejemplo, parte del dinero recaudado el año pasa- 
do con este fin permitió instalar treinta escuelas prefabricadas 
en zonas rurales en sustitución de algunos locales que se en- 
contraban en malas condiciones, mientras que ahora se ha pre- 
visto la construcción de quince más, obra que, quizá, no pueda 
concluir- y que los U$S 0,60 que diariamente por cada niño 
debe destinarse a la alimentación escolar, se vean en algún 
momento amenazados. 


También la fórmula afecta la enseñanza del inglés y de la 
informática. Nos duele que tengan acceso a estas herramientas 
del saber quienes pueden afrontar las erogaciones de una aca- 
demia privada, y no aquellos que sólo lo pueden hacer a través 
de la escuela pública. 


En definitiva, señor presidente, sentimos con el señor sena- 
dor Bianchi que estos elementos son contradictorios y chocan. 


Por otra parte, nosotros no deseamos tomar a la población 
estudiantil como rehén de estas salvedades y discrepancias, y si 
el normal desarrollo de los cursos pasa por este camino, enton- 
ces, con renuencia, podremos acompañar este proyecto de ley. 
No obstante, queremos hacer el pronóstico de que no muy lejos 
en el tiempo, los recursos asignados no alcanzarán para estos 
fines originalmente previstos en la ley y, por ello, tendremos 
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dificultades en el cumplimiento de las obligaciones de natura- 
leza alimenticia para los escolares, ¿Por qué? Porque la desvia- 
ción de estos recursos a sueldos, desde mi punto de vista y en 
virtud de las breves consultas que he podido hacer en razón del 
poco tiempo disponible, no abarca solamente aquella porción 
del Impuesto de Educación Primaria exonerado por la Cámara 
de Representantes a los inmuebles urbanos, que al restablecer- 
se, nada cambiaría sino que, por el monto de la erogación que 
debe afrontar el CODICEN -en este caso, de U$S 10:000.000 
para sueldos- va a ajustar también aquella parte del impuesto no 
exonerada en la Cámara de Representantes. Así, el monto destina- 
do a alimentación escolar, que oscila entre los U$S 4:000,000 y 
U$S 5:000.000, difícilmente será posible atenderlo en el curso 
de este ejercicio. Por lo tanto, necesariamente habrá que buscar 
otra forma de financiamiento. 


La última predicción que quiero hacer es que en marzo de 
1995, quien esté ocupando esta banca probablemente se en- 
cuentre con una situación similar. Entonces, con esta propuesta 
salimos del paso, señor presidente, en una forma que no es 
satisfactoria y, en definitiva, no solucionamos el problema. 


Es cuanto deseaba señalar. 
SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Señor presidente: en primer lugar, de- 
seo adherir a todo lo manifestado por el señor senador Pereyra. 


En segundo término, quiero expresar que, por cierto, no 
habremos de ser nosotros quienes nos opongamos a un proyec- 
to de ley de esta naturaleza, que pretende, aspira y creo que 
logra una salida para una situación particularmente difícil y 
muy insensatamente planteada, en términos dicotómicos y muy 
extremados, por parte de personas que me parece debían haber 
actuado con una mesura acorde a la importancia de los cargos 
jerárquicos que revisten, 


Además, no quiero dejar pasar esta oportunidad sin señalar 
las congruencias o incongruencias que se plantean en el propio 
ámbito legislativo. Por ejemplo, en el repartido que se nos ha 
hecho llegar figuran las alícuotas de impuestos, que nadie pue- 
de dudar estén cargando en forma diferencial a la propiedad 
inmueble, Este es un hecho que creo no podemos dejar de 
recordar, puesto que sobre este tema se tomó una decisión 
tiempo atrás en el ámbito parlamentario -me parece que en 
forma injusta, y tal vez no sea este el momento de retomar esa 
polémica- en oportunidad de discutir el derecho que asiste a los 
municipios, no sólo a efectuar los catastros municipales, sino a 
diseñar las cargas impositivas en función de las autonomías que 
entiendo les corresponden. 


Por otra parte, debemos resaltar la dedicación y la preocu- 
pación que ha puesto de manifiesto la Comisión Permanente a 
los efectos de solucionar este tema, como así también la celeri- 
dad con que ha actuado, acorde con las responsabilidades que 
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el Parlamento debe asumir. De todas formas, insisto en el he- 
cho de que deberían tenerse en cuenta los reclamos que un 
importante sector de pobladores del país ha manifestado en la 
medida en que, a su criterio, se han visto lesionados por cargas 
impositivas particularmente importantes, y que de todos modos 
seguirán siendo duras en cuanto se mantiene este impuesto con 
alícuotas diferenciadas para los inmuebles urbanos. En este 
sentido, destaco que una gran cantidad de pequeños y medianos 
propietarios, tanto de Montevideo como del interior, nos ha 
expresado que este impuesto le resulta sumamente gravoso e, 
inclusive, para el caso de la capital del país, es más alto de lo 
que lo hubieran sido las nuevas contribuciones inmobiliarias de 
haber sido aplicadas, tal como habían sido diseñadas por la 
actual Intendencia Municipal de Montevideo. 


De todas maneras, no seremos nosotros quienes nos opon- 
dremos a un proyecto de ley que está revelando en forma muy 
clara lo que significaba el señor senador Pereyra. Indudable- 
mente, con celeridad, responsabilidad y mucha mesura, el Par- 
lamento ha dado respuesta parcial -aunque, lógicamente, está 
muy lejos de las aspiraciones que tienen y que, por cierto, 
merecen los docentes- a esta problemática. En tal sentido, esti- 
mo muy oportunas las reflexiones del señor senador Pereyra. 
Todos sabemos que en el Uruguay hay una cantidad de docen- 
tes que obtienen retribuciones absolutamente indecorosas por 
las tareas que desde largo tiempo atrás vienen llevando a cabo. 


A mi juicio, algunas consideraciones que pueden pensarse 
como intemperancias, evidentemente son producto de una res- 
puesta muy atenuada a las humillaciones que ha sufrido el 
sector docente y no docente de la Educación Primaria, Secun- 
daria, Técnica y hasta de la propia Universidad de la Repúbli- 
ca. Debemos tener en cuenta que estos funcionarios tienen una 
misión, diría, altamente remunerativa en el mediano y largo 
plazo cuando ella es entendida como corresponde. Al respecto, 
comparto las apreciaciones del señor senador Pereyra en cuanto 
a que no sólo no se trata de un gasto sino que, por el contrario, 
es una auténtica inversión y la propia historia del país así lo 
demuestra. Si el Uruguay llegó a constituirse en una nación 
particularmente destacada dentro del contexto latinoamericano, 
lo fue porque decidió invertir en forma muy inteligente y audaz 
en el último cuarto del siglo pasado. 


Por lo expuesto, señor presidente, vamos a apoyar decidida- 
mente este proyecto de ley que la Comisión respectiva -creo 
que con gran lucidez- ha propuesto como forma de solucionar 
un conflicto que pudo haber tenido derivaciones muy perturba- 
doras en todo el territorio nacional. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ZUMARAN, - Señor presidente: vamos a votar 
afirmativamente este proyecto de ley por las razones que han 
argumentado -y que no voy a reiterar- tanto el señor miembro 
informante como los señores senadores que me han precedido 
en el uso de la palabra. 
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No obstante, no queríamos que este voto afirmativo, emiti- 
do en silencio, diera la impresión de que no habíamos observa- 
do algo que para nosotros está en la base de este problema y 
que reviste una extraordinaria importancia y gravedad. Concre- 
tamente, me refiero a que el hecho que originó el conflicto 
gremial y luego este proyecto de ley -que la Comisión Perma- 
nente manejó con gran acierto- fue una decisión del Poder 
Ejecutivo estableciendo aumentos diferenciales y, por lo tanto, 
dejando a algún sector de la administración pública sin aumen- 
to en oportunidad de los ajustes cuatrimestrales dispuestos por 
el artículo 6” de la Ley de Presupuesto de 1985, 


A mi entender, señor presidente -y no quería que pasara 
esta sesión del Senado sin que quedara constancia de nuestra 
opinión- el Poder Ejecutivo no puede ni debe dar aumentos 
diferenciales con motivo de los ajustes cuatrimestrales. Digo 
esto porque el artículo 6” de la Ley de Presupuesto de 1985 
autoriza al Poder Ejecutivo a actualizar los salarios de los fun- 
cionarios públicos erosionados por la inflación, limitando esta 
facultad según la disponibilidad del Tesoro Nacional. Es asf 
que en ningún párrafo del mencionado artículo se faculta al 
Poder Ejecutivo a establecer distintos índices de aumento a los 
diferentes sectores del funcionariado público. En consecuencia, 
nos parece que la conducta asumida por el gobierno en esta 
oportunidad es violatoría de la ley y de la Constitución, dado 
que Jos salarios de los funcionarios públicos los establece el 
Parlamento en la Ley de Presupuesto y en las Rendiciones de 
Cuentas, no pudiendo el Poder Ejecutivo, por vía reglamentaria 
o administrativa, variar dichas relaciones salariales. No lo pue- 
de hacer en ningún caso y menos aún en un afio electoral. 


El constituyente tomó precauciones en esta materia pensan- 
do que el Poder Ejecutivo podía darle más aumento a una 
categoría de funcionarios que a otra. Indudablemente, aquí la 
desviación ha funcionado al revés, ya que se le negó aumento a 
determinados funcionarios. De todas maneras, por el hecho de 
que a nuestro juicio es totalmente negativa la actitud del go- 
bierno no quiere decir que si mañana otro Poder Ejecutivo 
resolviera aumentar las retribuciones de un sector del funciona- 
riado público en un 30%, a otro en un 10% o en un 2%, eso 
sería correcto. ¿Basado en qué norma se actuaría así? Induda- 
blemente se estaría tergiversando todo el andamiaje constitu- 
cional en materia de salarios de funcionarios públicos. 


Reitero que el artículo 6” de la Ley de Presupuesto de 1985 
faculta al Poder Ejecutivo a dar aumentos para compensar la 
pérdida del valor adquisitivo que los salarios de los funciona- 
rios tienen por obra de la inflación, lo que implica que siempre 
deba tratarse de un idéntico porcentaje para todos ellos. Lógi- 
camente, se tratará del porcentaje que el Poder Ejecutivo pueda 
otorgar en base a las disponibilidades del Tesoro, pero nunca 
podrán ser diferenciales. En tal sentido, no me cabe duda de 
que eso ha sido la causa y el origen de este problema. 


En conclusión, vamos a dar nuestro voto afirmativo a este 
proyecto de ley por las razones que han esgrimido el miembro 
informante y los señores senadores que me han precedido en el 
uso de la palabra. Asimismo, quiero destacar y felicitar a los 
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legisladores que trabajaron sobre este asunto en la Comisión 
Permanente, ya que le han ahorrado al país un problema muy 
serio, que a nosotros, al igual que a la opinión pública, nos 
tenía muy preocupados. Es innegable que el conflicto de la 
enseñanza afecta a la casi totalidad de la población uruguaya. 


Por último, deseo reiterar que nuestro apoyo a esta iniciati- 
va no puede silenciar la circunstancia que apuntamos anterior- 
mente, la que nos parece de una extraordinaria gravedad e 
irregularidad. Me estoy refiriendo al aumento diferencial dis- 
puesto por el Poder Ejecutivo, vigente desde el mes de febrero. 


8) EX SENADOR CARLOS W. CIGLIUTI. Publicación 
de sus intervenciones parlamentarias. Comisión Espe- 
cial, 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor presidente: en primer lugar, 
deseo hacer una consulta de tipo reglamentario sobre un tema 
que es muy sencillo pero que no sé como plantearlo. Se trata 
del deseo de la bancada del Foro Batllista de que en la Comi- 
sión Especial para la publicación de los discursos y obras del 
ex-senador Carlos W. Cigliuti, designada en la última sesión 
extraordinaria del Senado, se incluyan a los cuatro lemas por- 
que seguramente, por inadvertencia, dicha Comisión está inte- 
grada por un representante de tres de los cuatro lemas aquí 
presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La resolución establece que se 
deben votar tres integrantes para ese tipo de comisiones, y así 
se hizo. Para solucionar el problema planteado por el señor 
senador Ricaldoni, podría hacerse una moción en la primera 
sesión ordinaria del Senado, a los efectos de modificar la inte- 
gración de la Comisión que, seguramente, se votará por unani- 
midad. 


9) ENSEÑANZA PRIMARIA. Reducción de la alícuota 
del impuesto establecido por la ley N” 15.809, Proyecto 
de ley. 


SEÑOR RICALDONI. - Ahora quiero referirme al tema, 
para el que hemos sido convocados señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: sintéticamente 
queremos decir que vamos a acompañar esta solución aunque 
sentimos que tiene los defectos y las objeciones que se han 
señalado precedentemente por los señores senadores Pereyra y 
Blanco. Este tema tiene una trascendencia tal que no nos pare- 
ce adecuado ponerle dilatorias a una situación que afecta prác- 
ticamente a toda la población del país en forma directa o indi- 
recta. 
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Entendemos que esta solución la debería haber dado el Po- 
der Ejecutivo a través de una interpretación adecuada de lo que 
disponen las normas legales en esta materia. 


Compartimos la tesis de que por la trascendencia y grave- 
dad que tiene esta situación, se justifica por esta vez -y a 
nosotros tampoco nos agrada el procedimiento- un evidente 
desvío de recursos o, por lo menos, una alteración de lo que 
fueron los propósitos tenidos en cuenta por la ley para el desti- 
no de los fondos recaudados por el impuesto. 


Por otra parte, no debe entenderse que nuestro voto afirma- 
tivo implica compartir la tesis de que no existen recursos por 
otros lados para atender el justo reclamo de los integrantes del 
sector de la enseñanza. Nosotros lo votamos, repito, porque de 
lo contrario el conflicto hubiera continuado, no se hubieran 
iniciado los recursos en el día de ayer con toda normalidad y en 
este momento estaríamos inmersos en una polémica perturban- 
do, quizás sin proponérnoslo, la regularidad de un servicio de 
esta esencialidad. 


En este orden de ideas, quiero decir que nuestro voto no 
necesariamente se repetiría para el caso de que no hubieran 
soluciones al problema que está enfrentando a los Poderes Judi- 
cial y Ejecutivo y al conflicto latente con la Universidad de la 
República. 


Repito que con nuestro voto afirmativo a la solución para 
obtener recursos para la enseñanza, no estamos diciendo que 
esos recursos no existen, ni que tengamos que votarlos para 
encontrar soluciones a los dos conflictos que mencioné ante- 
riormente. 


10) MOVIMIENTO NACIONAL DE ROCHA. Sus 30 años. 


SEÑOR RICALDONI. - Tengo otro tema del que quiero 
hablar. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor presidente: en nombre de la 
bancada del Foro Batllista le queremos hacer llegar al señor 
senador Pereyra y al Movimiento Nacional de Rocha nuestro 
verdadero, sincero y fraterno saludo en estos primeros treinta 
años de existencia política. Creemos que no es cosa de todos 
los días que un movimiento político, con el que tantas veces 
discrepamos, pero con el que permanentemente nos sentimos 
profundamente unidos, y que sin duda, más allá de coinciden- 
cias o de discrepancias, es un movimiento democrático -como 
el nuestro- que realmente prestigia el sistema institucional uru- 
guayo, cumpla treinta años. 


Los integrantes del Foro Batllista y seguramente de todo el 
Partido Colorado, no queremos dejar pasar por alto esta oportu- 


nidad para señalar nuestro regocijo por este aniversario. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Muchas gracias. 
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11) ENSEÑANZA PRIMARIA. Reducción de la alícuota 
del impuesto establecido por la ley N” 15.809, Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la consideración del pro- 
yecto de ley sobre la Enseñanza Primaria. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: creo que nadie de- 
sea ingresar a un debate político acerca el tema que se propone 
resolver con este proyecto de ley que tenemos a consideración. 
Nosotros no lo haremos, sin perjuicio de que queremos señalar 
nuestra coincidencia con las manifestaciones de varios colegas, 
en particular con las muy precisas que realizó el señor senador 
Pereyra que refieren, además, a aspectos de un compromiso 
realizado el año pasado del cual él tiene conocimiento. 


Creo que nadie piensa que la solución que ahora se alcanza 
pueda ser definitiva, en la medida en que, en aplicación de la 
regla del artículo 6” de la ley N” 15.809, el Poder Ejecutivo en 
un futuro inmediato deje de atender las necesidades de los 
funcionarios de ANEP y de otras entidades públicas, como 
corresponde, de acuerdo con las pautas que dicha norma legal 
da, y a las que no me voy a referir ahora porque en varias 
oportunidades de esta legislatura he señalado mi interpretación 
acerca de esa disposición qué contribuí a redactar como miem- 
bro de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacien- 
da de la Cámara de Representantes en el perfodo anterior. 


Seguramente, la solución que se propone a través de este 
proyecto de ley, no conforma a nadie. Por ejemplo, no nos 
gusta -y pienso que lo mismo opinan los demás integrantes del 
Senado- que el Impuesto de Primaria pase a tener, aunque sea 
transitoriamente, un destino que no es el tradicional. Sin em- 
bargo, es la solución que se ha podido encontrar en los térmi- 
nos de acuerdo político claramente señalado por el señor sena- 
dor Astori al comienzo de su exposición. Nosotros, ante la 
Subcomisión de la Comisión Permanente, comprometimos el 
respaldo de nuestro sector a esta solución y, naturalmente, lo 
vamos a mantener. 


Como pude participar de algunas de las jornadas de trabajo 
de la Subcomisión de la Comisión Permanente, quiero manifes- 
tar mi complacencia por la labor desplegada por sus tres miem- 
bros, sin perjuicio de la desempeñada por el resto de los inte- 
grantes de la Comisión Permanente. En ese sentido, deseo men- 
cionarlos expresamente: a su presidenta, la señora representan- 
te Ana Lía Piñeyrúa, a nuestro colega, el señor senador Astori, 
y al señor representante nacional Antonio Guerra. Ellos realiza- 
ron, con talento y sentido de responsabilidad, denodados es- 
fuerzos para abrir un cauce de solución a un conflicto muy 
grave que no sólo limitaba las posibilidades de mejoras salaria- 
les inmediatas a los trabajadores de ANEP, sino que además 
cerraba las puertas de la enseñanza pública que, seguramente, 
no es menos importante. Diariamente uno advierte -charlando 
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con la gente que conoce, con amigos y familiares- que a pesar 
de que tantos padres son firmes partidarios de educar a sus 
hijos en los centros de enseñanza del Estado, en muchos casos, 
por la irregularidad de la labor que en ellos se presta -como 
consecuencia de este tipo de conflictos, motivados por la insu- 
ficiencia salarial- optan por enviarlos a establecimientos educa- 
tivos privados, aun debiendo realizar enormes sacrificios. 


En este caso, el trabajo de la Comisión, el sentido de res- 
ponsabilidad de los dirigentes gremiales y de los gremios, así 
como la disposición del gobierno y, en particular, de las autori- 
dades de ANEP, han posibilitado que ayer los centros educati- 
vos oficiales estuvieran abiertos para recibir normalmente a los 
alumnos. Esto es muy importante, como también lo es que 
haya mejorado la retribución de los trabajadores de ANEP. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro) 


-Por todas estas razones, señor presidente, queremos mani- 
festar nuestra complacencia por la labor de la Subcomisión 
Especial de la Comisión Permanente y señalar que vamos a 
votar favorablemente este proyecto de ley. 


SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Señor presidente: hemos escuchado 
en sala algunas manifestaciones relativas a la regularidad jurf- 
dica del decreto del Poder Ejecutivo, del 19 de enero de 1994, 
por el cual se establecieron los aumentos cuatrimestrales para 
los funcionarios de la Administración Central y, por amplia- 
ción, para los de los organismos del artículo 220 de la Constitu- 
ción de la República. 


Se ha dicho en sala que esta es la primera oportunidad en la 
que el Poder Ejecutivo ha otorgado un aumento discriminatorio 
entre distintos sectores de funcionarios públicos y que allí radi- 
ca la ¡legalidad e inconstitucionalidad del decreto mencionado: 
precisamente, en haber distinguido entre distintas categorías de 
funcionarios a los efectos de proceder a los incrementos sala- 
riales cuatrimestrales. Es más, se ha manifestado que es la 
primera vez que esto se hace en la historia del país o, por lo 
menos, desde la vigencia de la ley N” 15,809. 


Voy a dar mi voto favorable al proyecto de ley, pero antes 
quiero aclarar varios aspectos relativos a la juridicidad del de- 
creto del Poder Ejecutivo del 19 de enero de 1994. 


En primer lugar, no es exacto que sea la primera oportuni- 
dad en la que los aumentos cuatrimestrales se hayan dispuesto 
en forma diferencial. Los señores legisladores recordarán que 
en casi todas las oportunidades anteriores esta Administra- 
ción -no tengo a la vista los antecedentes que informan sobre la 
actuación de la Administración anterior, durante el gobierno 
del doctor Sanguinetti- ha otorgado aumentos, en algunos casos 
de distintos porcentajes, a determinados incisos de la Adminis- 
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tración Central, por ejemplo de un 6% y de un 8% a otros, 
como ser, los correspondientes a los funcionarios policiales, 
militares y de Salud Pública. En otras ocasiones se dio un 
aumento general nominal de trescientos cincuenta pesos -no 
recuerdo exactamente la cifra; de todos modos, no tiene derma- 
siada importancia en el caso- con lo cual se procede a otorgar 
un incremento que no es porcentual ni homogéneo. Por el con- 
trario, al tratarse de una cantidad fija, es porcentualmente ma- 
yor para quienes perciben menores ingresos. En otras instancias 
se estableció un aumento porcentual general, pero se aclaró en 
el artículo 2? del mismo decreto que quienes mediante ese 
incremento no llegaban a los mil pesos en sus retribuciones 
generales, podrían alcanzar esa cifra, con lo cual también se 
establecieron categorías distintas entre los funcionarios públi- 
cos, aunque ese no ha sido el criterio del Poder Ejecutivo. Sin 
embargo, nunca ha sido impugnado por los perjudicados ni por 
los beneficiados, el criterio diferencial aplicado por el Poder 
Ejecutivo en las diferentes ocasiones en que otorgó aumentos 
cuatrimestrales a los funcionarios públicos. 


Al respecto, creemos que el criterio sustentado por el Poder 
Ejecutivo es absolutamente legítimo y no se aparta de la inter- 
pretación de los artículos 6” y 7” de la ley N* 15.809 ni tampo- 
co del texto constitucional. En primer lugar, el artículo 6” de la 
ley N” 15.809 no aclara que los aumentos -a los efectos de 
mantener o recuperar el salario de los funcionarios de la Admi- 
nistración- deban otorgarse por el Poder Ejecutivo necesaria- 
mente en un porcentaje homogéneo y uniforme para todos los 
funcionarios por el período considerado. Sólo prevé que debe 
tomarse en consideración el Indice de Precios al Consumo, 
aunque no dice por qué período -es decir, si de un año, dos 
años o simplemente el trimestre o cuatrimestre anterior- y esta- 
blece como pauta definitiva el monto de las disponibilidades 
del Tesoro Nacional a los efectos de otorgar el aumento o 
realizar el ajuste para mantener o recuperar el salario de los 
funcionarios de la Administración. 


Además, debemos aclarar que a nuestro entender, el artícu- 
lo 6” de la ley N” 15.809 establece una delegación de atribucio- 
nes del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo. Es cierto lo que 
se ha manifestado en sala en cuanto a que los salarios de los 
funcionarios deben fijarse por ley, pero también lo es que des- 
de 1985 y con antecedentes en otras leyes que fueron deroga- 
das en la misma oportunidad, el Poder Ejecutivo ha variado los 
salarios de los funcionarios públicos en virtud de la autoriza- 
ción legal, que no es otra cosa que una delegación de compe- 
tencias. Podrá ser discutida su constitucionalidad, o no; lo cier- 
to es que fue otorgada y mantenida por el Poder Legislativo. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Creo que el hecho de que se trate de una delegación de 
atribuciones es palmario, en la medida en que la propia disposi- 
ción establece que, una vez decretado el aumento de los fun- 
cionarios para mantener o recuperar su salario tomando en cuenta 
el Indice de Precios al Consumo y la disponibilidad del Tesoro 
Nacional, debe comunicarse a la Asamblea General. ¿Para qué? 
A nuestro juicio, porque el Poder Ejecutivo está actuando en 
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virtud de una potestad que le ha sido delegada por el Poder 
Legislativo, 


Por otra parte, queremos aclarar que en esta instancia el 
Poder Legislativo está reasumiendo -en nuestro concepto- la 
competencia que delegó en 1985 y que el 19 de enero de este 
año, como tantas otras veces, ejerció el Poder Ejecutivo; está 
ajustando los salarios de los funcionarios de la enseñanza, pro- 
veyendo los fondos necesarios para que el Tesoro Nacional 
tenga la disponibilidad conveniente a los efectos de poder otor- 
gar ese aumento o ajuste para mantener o recuperar el salario. 
Pero lo está haciendo por un monto superior al 6%, porque no 
nos caben dudas de que las disponibilidades presupuestales que 
se están otorgando a la ANEP son superiores al 6% otorgado 
homogéneamente para determinadas categorías de funcionarios 
y no para aquellos que en virtud de la Rendición de Cuentas 
recibieron un incremento superior. Eso nos demuestra que en 
esta oportunidad el Poder Legislativo está actuando en forma 
contraria al argumento jurídico manejado por la Suprema Corte 
de Justicia, según el cual el Poder Ejecutivo sólo puede otorgar 
un aumento que sea parejo u homogéneo, basado en el Indice 
de Precios al Consumo, y que se pueda limitar exclusivamente 
en función de la disponibilidad del Tesoro Nacional. 


En este caso el Poder Legislativo ha considerado que para 
mantener o recuperar el salario de los funcionarios de la ense- 
fianza corresponde otorgarles un aumento superior al 6%. Por 
supuesto, podrá decirse que esta limitante no la tiene el legisla- 
dor, sino sólo el administrador, el Poder Ejecutivo, en virtud de 
que él actúa de acuerdo con una norma legal -el artículo 6” de 
la ley N” 15.809- en función de la cual se le delega esta atribu- 
ción, conforme a las propias limitantes que establece el texto 
legal. 


Si la interpretación correcta fuera que el aumento solamen- 
te puede ser homogéneo, uniforme, el legislador podría variar- 
lo. Pero no debemos olvidar que en esta oportunidad nos en- 
contramos en un año electoral. El artículo 229 de la Constitu- 
ción prohíbe dar aumentos a los funcionarios públicos en los 12 
meses anteriores a las elecciones. Consideramos que, de acuer- 
do con el criterio del Poder Ejecutivo, pueden otorgarse au- 
mentos diferenciales, según hayan tenido recuperación o no en 
el mismo período otros sectores de funcionarios, es decir, se- 
gún sea menester mantener o recuperar de distinta forma, con 
diversa intensidad, a sectores de funcionarios que se encuentren 
con remuneraciones comparativamente más bajas o que hayan 
sufrido la erosión de la inflación de manera más aguda en el 
período inmediato anterior. 


En esta oportunidad, al fijar un aumento diferencial, si el 
legislador no compartiera el criterio del Poder Ejecutivo y, en 
cambio, coincidiera con el del Poder Judicial, a nuestro juicio 
estaría, con conciencia y voluntad, incurriendo en una inconsti- 
tucionalidad. 


Vamos a votar favorablemente este proyecto de ley, porque 
no creemos que exista en él inconstitucionalidad. De todas 
maneras, queremos resaltar que si se comparte el criterio de la 
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Suprema Corte de Justicia en el sentido de que el Poder Ejecu- 
tivo sólo puede dar un aumento homogéneo y si se toma en 
cuenta el artículo 229 de la Constitución, se estaría incurriendo 
en una inconstitucionalidad. 


Por los fundamentos expuestos, señor presidente, vamos a 
votar favorablemente el proyecto de ley, entendiendo que con 
esta aprobación el Poder Legislativo está reasumiendo la com- 
petencia que, en su momento, delegó el Poder Ejecutivo por 
medio de la ley N” 15.809. Asimismo, está corrigiendo parcial- 
mente el aumento que fue otorgado a los funcionarios de la 
Administración Central y de los organismos comprendidos en 
el artículo 220 de la Constitución, proveyendo los recursos 
necesarios para llevar a cabo los incrementos fijados en el 
artículo 2”. 


Muchas gracias, 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión política. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: no es mi inten- 
ción alargar esta sesión, creo que lo que el Senado debe hacer 
es terminar con este tema. Sin embargo, el señor senador preo- 
pinante ha señalado algo que, a mi juicio, es equivocado. Lo 
que él denominó aumentos análogos ocurridos durante la Ad- 
ministración anterior -es decir, durante el gobierno colorado- 
fueron, en realidad, incrementos suplementarios a los que en 
aquel momento se consideraban sectores sumergidos o pagos 
en condiciones realmente penosas, a los que había que mejorar 
sus salarios. Cabe aclarar que no se rebajó nada a grupo alguno 
de la Administración Pública respecto de lo que establecían las 
disposiciones vigentes; por encima de eso, se aumentó un de- 
terminado porcentaje a aquellos sectores de la Administración 
Pública que se consideraban carenciados. 


Esa era la aclaración que quería formular porque el resto 
del tema, relativo a la inconstitucionalidad, seguramente dará 
mérito a que dentro de muy pocos minutos lo podamos analizar 
como corresponde en la Comisión Permanente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR VIERA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR VIERA. - Voy a ser muy breve, señor presidente, 
porque no quiero dilatar más la votación de este proyecto tan 
importante y urgente. Por cierto, hay fundadas razones para 
extender el debate político, pero creo que no es éste el momen- 
to oportuno. 


En cuanto al tema jurídico planteado por el señor senador 
Ramírez, como señalaba el señor senador Ricaldoni, creo que 
habrá que abocarse a considerarlo cuando se discuta lo relativo 
al Poder Judicial. 
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Por cierto, entendemos que el Poder Legislativo ha realiza- 
do un esfuerzo importante para poder arribar a esta solución, 
por lo menos momentánea, del grave conflicto de la enseñanza. 
Sabemos que no se trata de la mejor solución, y compartimos 
lo expresado por el señor senador Pereyra; sabemos también 
que no se han satisfecho todos los reclamos de la enseñanza y 
que hay otros sectores, como la Universidad, que han recibido 
un ridículo aumento de poco más del 2%. Asimismo, conoce- 
mos la existencia de los problemas a nivel de los funcionarios 
del Poder Judicial y del Tribunal de Cuentas y tantos otros, 
pero estimamos que debemos abocarnos a votar este proyecto 
sabiendo, sin embargo, que es necesario buscar soluciones de 
fondo. 


Quiero hacerme eco del reclamo de los sectores docentes y 
decir que es vital que en el Presupuesto General de Gastos se 
incluya un porcentaje fijo para la enseñanza y también para la 
salud, pues estos son dos temas capitales para la población del 
país. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Deseo formular algu- 
nas reflexiones tratando de no dilatar más la consideración de 
este tema. Creo que todos los sectores coinciden en que lo 
mejor que se puede hacer es darle trámite en la tarde de hoy, 
aunque parecería que no se está procediendo con la velocidad 
prevista. 


En primer término, me voy a referir a la evolución de lo 
que el Estado destina a la Enseñanza del total del Presupuesto 
nacional. El gobierno nacional ha procedido, a lo largo de los 
cuatro años en que ha dirigido el país, a atender en forma muy 
especial a toda la educación. En ese sentido, ha comenzado por 
los problemas alimenticios de los niños de nuestras escuelas 
públicas como antes no se hacía. Además, se han destinado 
fondos provenientes de los recursos limitados que tiene nuestra 
sociedad -lamentablemente, siempre que se hace referencia a la 
disponibilidad de recursos se debe tener en cuenta que éstos 
son limitados; siempre es un número finito de pesos el que se 
dispone para hacerse cargo de todas las necesidades de la po- 
blación- para propiciar una mejoría que ha llegado a que, prác- 
ticamente, se haya duplicado el presupuesto que se destina a la 
enseñanza, comparado con lo que originalmente se disponía en 
las leyes presupuestales anteriores. 


Sin ánimo de utilizar esta instancia para hacer proselitismo 
político o “ponernos la camiseta” -que bien merecida la pode- 
mos llegar a tener- diciendo que fuimos los primeros en defen- 
der a la enseñanza, queremos aclarar que gracias a la adminis- 
tración prolija del gobierno nacional se ha podido emprender la 
construcción de nuevos liceos y escuelas, alimentando también 
a nuestros niños. Además, en muchos casos se ha llegado a 
atender necesidades que hacía décadas no se contemplaban. 
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En segundo lugar, quiero destacar que la solución a que se 
llegó -y que hoy está siendo considerada en el Senado- surgió 
de lo que originalmente fue otra de las acciones del gobierno 
con el propósito de atender subsectores de la economía que 
enfrentan determinadas necesidades. En ese sentido, el proyec- 
to sustitutivo que vamos a votar -y puedo aventurarme a decir 
que va a ser aprobado por unanimidad- surge de una iniciativa 
originaria del Poder Ejecutivo, que no sólo reducía el Impuesto 
de Enseñanza Primaria, sino que también planteaba rebajas 
sustanciales -y simplificaba la forma de tributar- a impuestos 
del sector agropecuario. En ese caso, en la Cámara de Repre- 
sentantes -que fue la que consideró en primer término ese pro- 
yecto del Poder Ejecutivo- se resolvió postergar el análisis de 
los temas referidos a la tributación del IRA y del IMAGRO 
para el sector agropecuario, aprobando el proyecto que hoy 
tomamos como base para ser modificado. 


En consecuencia, reitero que para atender la problemática 
de la enseñanza y encontrar una solución también se parte de 
una iniciativa del Poder Ejecutivo que tenía por objeto contem- 
plar otros sectores de nuestra vida nacional. 


En tercer término, deseo dejar constancia de que si bien en 
la Subcomisión Especial designada por el presidente de la Co- 
misión Permanente -que operó a los efectos de destrabar este 
problema que, felizmente, ha concluido con la iniciación de las 
clases en forma regular y tal como todos los sectores políticos 
deseamos, es decir, con la normalidad necesaria como para que 
no se vea afectada la vida de las familias uruguayas- no había 
representantes de nuestro sector político, sí había de nuestro 
partido. En ese caso, el gobierno nacional, a través de los 
contactos que mantuvo en forma permanente con los diferentes 
integrantes de esa Subcomisión, propició las soluciones que 
desde su punto de vista pudo plantear a los efectos de que se 
atendiese este problema, porque para el gobierno es tan priori- 
tario que las clases comiencen en fecha como que se aumente 
notoriamente el presupuesto de la enseñanza -como se ha he- 
cho- y que se atiendan algunos sectores que tiene problemas, 
como, por ejemplo, el agropecuario, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: tal como fue anun- 
ciado, vamos a dar nuestro voto afirmativo al proyecto de ley 
que estamos considerando. Si bien lo fbamos a hacer en silen- 
cio porque, al parecer, existía un acuerdo tácito, debido a que 
distintos señores senadores han expresado su posición refirién- 
dose a cosas importantes, queremos decir algo con respecto a 
lo que aquí se ha mencionado con relación a la política social y 
salarial del gobierno. 


No me voy a referir a ta constitucionalidad o a la inconsti- 
tucionalidad de los procedimientos del Poder Ejecutivo; prefe- 
riría que hablara de ello el especialista de nuestra bancada, el 
señor senador Korzeniak. Debo decir que voto este proyecto de 
ley totalmente consciente de que le estoy dando una mano al 
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país para que pueda eludir la actitud provocativa que el gobier- 
no ha tenido con relación a los entes de la enseñanza. Del 
mismo modo, lo voy a hacer en el caso del Poder Judicial si se 
encuentra una solución. La actitud del Poder Ejecutivo en esta 
materia, señor presidente, es la de provocar la tensión social, el 
conflicto, y generar, con una actitud soberbia -diría, impensa- 
ble en el país- situaciones que nadie desea. 


Junto con los señores integrantes de las Comisiones de Pre- 
supuesto y Hacienda del Senado hemos realizado durante los 
períodos de esta legislatura enormes esfuerzos para tratar de 
mitigar las consecuencias de la política salarial instrumentada 
por el gobierno actual para el sector público. Quiero decir que 
no lo hemos conseguido. Pero nunca llegué a pensar que pudie- 
ra darse la circunstancia de que hubiera un cuatrimestre del año 
en el cual el IPC aumentara un 13% y el Poder Ejecutivo 
decretara un ajuste del 6% y que, además, estableciera para la 
Universidad de la República un 2% de aumento, así como que 
no habría que cumplir con el compromiso de mantener el sala- 
rio de los trabajadores de la enseñanza pública. Reitero: nunca 
lo pensé. De manera que no sólo no se ajustan los salarios de 
acuerdo con el incremento del costo de vida, sino que además 
se discrimina, se rebaja a unos y se trata en forma diferencial a 
otros, en una actitud de la que solamente se puede pensar que 
es provocativa. 


En lo personal, felicito a los miembros de la Comisión, 
porque han trabajado muy bien, haciendo un esfuerzo digno de 
su condición de parlamentarios para solucionar un problema 
del país provocado por una política que mientras exhultante- 
mente expresa al mundo que en el primer mes del año el Teso- 
ro tuvo un superávit de U$S 35:000.000, incumple lo pactado 
con los trabajadores de la enseñanza, no concede a la Universi- 
dad de la República lo que le corresponde o desconoce las 
conquistas logradas por los funcionarios del Poder Judicial. 


Deseo expresar que rechazo esta política -que tantas veces 
ha sido enjuiciada y nunca censurada- considero que ella, de 
todas formas, tendrá que ser evaluada durante el curso de este 
último período de la legislatura. Digo esto porque discrepo 
profundamente con el señor senador Alonso Tellechea, ya que 
el Poder Ejecutivo constantemente brinda informes de cifras en 
dólares sobre lo que se ha incrementado el presupuesto de la 
salud pública o de la enseñanza, pero no aclara si estos aumen- 
tos se han producido en pesos constantes del año 89. Considero 
que así deben ser medidos y no en base al dólar, que ha tenido 
un atraso del 85% en cuatro años. De esta manera, podremos 
saber cuál es el volumen de incremento que han tenido los 
recursos que se destinan a la enseñanza, a la salud pública y a 
las políticas sociales en general. Evidentemente, esto debe ser 
materia de análisis en otra oportunidad. 


Esta actitud del Poder Ejecutivo me parece congruente con 
la adoptada en la instrumentación de otras políticas. Este Poder 
expresa que la tendencia de su política en materia de relaciones 
laborales es dejar que las partes arreglen solas sus problemas y 
que ellas acuerden las políticas que deben llevar adelante. Asi- 
mismo, considera que debe separarse de la negociación y dejar 
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que la autonomía de los interesados dicte la política salarial. 
Sin embargo, ocurre que en uno de los rubros más importantes 
del país, como es el sector bancario -aquí tenemos algunos 
señores senadores que tienen experiencia en este tema- existe 
un convenio que el Poder Ejecutivo no reconoce -diría, dictan- 
do cátedra constantemente en el sentido de dejar operar libre- 
mente a las fuerzas del mercado, entre ellas, a los patronos y a 
los asalariados- y ampara políticas como, por ejemplo, la del 
City Bank que insiste en desconocer dicho acuerdo porque no 
está ratificado por el Poder Ejecutivo, el que, a su vez, no lo 
ratifica, porque escapa a las pautas salariales que él gobierno 
fija. ¡Observen qué fuerza tiene el mercado! Esto demuestra 
que el mercado sirve para algunas cosas mientras que en otras 
no aplica sus leyes. Esta es, descripta someramente, la política 
arbitraria y absolutamente impresentable desde mi punto de 
vista que ha llevado adelante el Poder Ejecutivo en materia 
salarial y social y en la que va a persistir con una tosudez digna 
de mejor causa en todo lo que resta del período. Oportunamen- 
te, esto deberá enjuiciarlo la ciudadanía cuando tenga que deci- 
dir en torno al futuro del país, el último domingo de noviemn- 
bre. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador 
para contestar una alusión. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Deseo reafirmar lo que 
previamente expresé. Estaba buscando en las cifras macroeco- 
nómicas nacionales el porcentaje que se dedica a la enseñanza 
en nuestro país, lamentablemente, no lo puedo encontrar, ya 
que no estaba preparado para este tipo de discusiones en el día 
de hoy. Desde ya adelanto que lo estaré para el día en que se 
decida analizar este tema. 


De todas formas, para tranquilidad del señor senador Garga- 
no, quiero expresar que no únicamente a través de la compara- 
ción en dólares de las cifras que se dedicaban en el primer año 
de la Administración Lacalle y las que se destinan hoy se 
advierte un aumento sustancial en lo que va a ese rubro, sino 
también en los porcentajes de lo que el país hoy produce, es 
decir, las riquezas que se generan en el país que generalmente 
se definen a través del Producto Bruto Interno -concepto difícil 
de identificar para quien no está consustanciado con los térmi- 
nos económicos- que determina cuál es el volumen de genera- 
ción de riqueza que tiene una sociedad. 


El porcentaje que se destina en la actualidad con respecto a 
lo que se destinaba hace cuatro años, ha aumentado notoria- 
mente en Jo que refiere a la enseñanza. De esa manera, pode- 
mos librarnos de todas las posibilidades de distorsión que pu- 
dieran surgir de la utilización de moneda corriente constante, 
ya sean pesos, dólares o cualquier otra unidad monetaria. Cuando 
se puede disponer de información tan valiosa como cuál es el 
porcentaje de toda su riqueza que una sociedad destina a deter- 
minado rubro y se nota un incremento sustancial como el que 
se da en el caso de la enseñanza, podemos estar liberados de 
ese tipo de distorsiones. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ZUMARAN. - Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Por vía de fundamento de voto, la Presidencia quiere expre- 
sar que ha votado afirmativamente este proyecto de ley porque 
lo considera, quizás, no la mejor solución, pero sí la posible en 
estos momentos para impedir un conflicto que hubiera causado 
graves daños a la sociedad, impidiendo el comienzo del año 
lectivo en perjuicio de todos los educandos. 


Por otra parte, la Presidencia desea agregar que no ha inter- 
venido en el debate porque considera que este proyecto de ley 
es el fruto de un trabajoso acuerdo logrado por la iniciativa de 
los legisladores que integran la Comisión Permanente, quienes 
obtuvieron el consentimiento de todas las partes, incluido el 
gobierno. Por lo tanto, en nuestra opinión, cuando se logra un 
acuerdo de este carácter, lo que corresponde es cumplirlo y no 
criticarlo y, para ello, es necesario votar el proyecto de ley. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura del artículo 1”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1". - Redúcese en un 50% las alícuotas 
establecidas en el artículo 639 de la ley N” 15.809, de 8 
de abril de 1986, en la redacción dada por el artículo 
420 de la ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992, 
exclusivamente respecto a las propiedades inmuebles ru- 
rales. 
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Esta disposición se aplicará al Impuesto de Enseñan- 
za Primaria cuyo pago debe efectuarse a partir del año 
1994") 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: con verdadero pe- 
sar solicité nuevamente la palabra, vista la interpretación dada 
por el señor presidente y los términos que ha empleado frente a 
algunas intervenciones muy breves que se han efectuado -entre 
ellas la mía- para dejar algunas constancias. 


En primer lugar, debo manifestar que nadie me comunicó 
que se había llegado a un acuerdo para no hacer uso de la 
palabra en este debate. En segundo término, si se me hubiera 
comunicado no lo hubiera aceptado, porque creo que hay que 
dejar la constancia -tal como lo señalé- de que disponer de los 
recursos destinados a los rubros de equipamiento y alimenta- 
ción de la enseñanza para aumentos de sueldos, es un camino 
peligroso. 


Por otro lado, estimo necesario hacer una defensa contra 
quien, indirectamente, estuvo calificando mis apreciaciones pe- 
riodísticas de mentirosas, tal como lo hizo el señor ministro de 
Economía y Finanzas. No puedo admitir en silencio que dicho 
secretario de Estado diga en el Parlamento que soy un mentiro- 
so, sin responderle debidamente. 


Por lo expuesto, pienso que el consejo del señor presidente 
del Senado no es válido, ya que cuando un asunto se debate en 
este ámbito, todos los senadores tenemos el legítimo derecho 
de hacer las constancias que consideremos convenientes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ante las expresiones del señor 
senador Pereyra, la Presidencia se ve obligada a manifestar que 
en modo alguno, su fundamento de voto ha tenido por objeto 
sostener que no se podía hacer uso de la palabra en este debate, 
lo cual hubiera sido absurdo. Simplemente, se ha limitado a 
expresar por qué no ha hecho uso de la palabra. Además, tiene 
el derecho de sostener -como cualquier otro senador- que en 
asuntos de esta naturaleza y luego del acuerdo logrado -no para 
no hacer uso de la palabra, sino para solucionar el problema- el 
debate que se produjo no era el esperado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1”. 
(Se vota:) 

-25 en 25, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2”. 


SEÑOR ASTORI. - Formulo moción para que se suprima la 
lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 
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(Se vota:) 
-22 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2”. - Facúltase al Inciso 25 ANEP a 
destinar, por única vez, en los ejercicios 1994 y 1995 
para atender el ajuste salarial de sus funcionarios docen- 
tes y no docentes, los siguientes recursos: 


A. - Un monto equivalente de hasta U$S 3:000.000 
(tres millones de dólares americanos) de las partidas 
asignadas por los artículos 612 y 613 de la ley N” 16.170, 
de 28 de diciembre de 1993, 


B. - Un monto equivalente de hasta U$S 10:000.000 
(diez millones de dólares americanos) provenientes del 
Impuesto de Enseñanza Primaria (Artículos 636 y si- 
guientes de la ley N” 15,809, de 8 de abril de 1986. 


C. - Un monto equivalente de hasta U$S 1:000.000 
(un millón de dólares americanos) que se transpondrá 
del sub-rubro 7.5 “transferencias a unidades familiares”. 


La ANEP dará cuenta de lo actuado a la Asamblea 
General, Tribunal de Cuentas de la República y Ministe- 
rio de Economía y Finanzas”.) 


-La Presidencia plantea si se puede modificar la re- 
dacción del artículo 2” donde dice: “Facúltase al Inciso 
25 ANEP”, porque esta terminología, que es propia de 
la Contaduría General de la Nación, no es jurídicamente 
adecuada. En realidad, debe decir: “Facúltase al Conse- 
jo Directivo de ANEP”. 


Por otra parte, en el último inciso se debería expre- 
sar: “La ANEP dará cuenta de lo actuado a la Asamblea 
General, al Tribunal de Cuentas de la República y al 
Ministerio de Economía y Finanzas”. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ASTORI. - Personalmente, deseaba proponer dos 
modificaciones al artículo 2”, la primera de las cuales ya fue 
planteada por la Presidencia, por lo que simplemente doy mi 
apoyo a la misma. 


La segunda modificación está acordada con las partes invo- 
lucradas y se refiere a la necesidad de evitar la expresión “ajus- 
te salarial”, que figura en la tercera línea del artículo, emplean- 
do en su lugar una frase que utilizamos siempre en estas oca- 
siones -y que seguramente los señores senadores recordarán- 
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que dice lo siguiente: “para adecuar los salarios de sus funcio- 
narios docentes y no docentes”. Por lo tanto, la redacción que- 
daría de la siguiente forma: “Facúltase al Consejo Directivo de 
ANEP a destinar, por única vez, en los ejercicios 1994 y 1995, 
para adecuar los salarios de sus funcionarios docentes y no 
docentes, los siguientes recursos:”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 2” con las modificaciones de redacción 


propuestas. 
(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 3". 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3”. - Los montos otorgados a los fun- 
cionarios del Inciso 25 ANEP en el marco de lo dispues- 
to en el artículo precedente serán ajustados en la misma 
oportunidad y porcentaje que los sueldos de esos funcio- 
narios, con cargo a Rentas Generales”.) 


Al igual que en el artículo anterior, habría que modi- 
ficar la expresión “funcionarios del Inciso 25 ANEP” 
por “funcionarios de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública”. 


Asimismo, en lugar de decirse: “en el marco de lo 
dispuesto en el artículo precedente”, se debería expre- 
sar: “en razón de lo dispuesto en el artículo precedente”. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Con respecto a este artículo, también se 
ha acordado otra redacción a última hora, que fue debidamente 
consultada. No se trata de una modificación conceptual, sino 
simplemente de una corrección para darle una mayor claridad, 
Este artículo, en su redacción actual expresa: “Los montos otor- 
gados a los funcionarios”. Sin embargo, este proyecto no está 
dando montos a los funcionarios, sino a ANEP. Por lo tanto, 
luego de la modificación consultada y acordada, el texto sería 
el siguiente: “Los montos otorgados al Consejo Directivo de la 
Administración Nacional de Educación Pública, a los efectos 
de adecuar los salarios de sus funcionarios, serán ajustados en 
la misma oportunidad y porcentaje en que se ajustan dichos 
salarios, con cargo a Rentas Generales”, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va á votar el artículo 3” con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley, que será devuelto a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1%. - Redúcense en un 50% las alícuotas 
establecidas en el artículo 639 de la ley N” 15,809, de 8 
de abril de 1986, en la redacción dada por el artículo 
420 de la ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992, 
exclusivamente respecto a las propiedades inmuebles ru- 
rales. : 


Esta disposición se aplicará al Impuesto de Enseñan- 
za Primaria cuyo pago debe efectuarse a partir del año 
1994. 


Art. 2”. - Facúltase al Consejo Directivo de la Admi- 
nistración Nacional de la Educación Pública a destinar, 
por única vez, en los ejercicios 1994 y 1995 para ade- 
cuar los salarios de sus funcionarios docentes y no do- 
centes, los siguientes recursos: 


A. - Un monto equivalente de hasta U$S 3:000.000 
(tres millones de dólares americanos) de las partidas 
asignadas por los artículos 612 y 613 de la ley N” 16.170, 
de 28 de diciembre de 1993. 


B. - Un monto equivalente de hasta U$S 10:000.000 
(diez millones de dólares americanos) provenientes del 
Impuesto de Enseñanza Primaria (Artículos 636 y si- 
guientes de la ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986). 


C. - Un monto equivalente de hasta U$S 1:000.000 
(un millón de dólares americanos) que se transpondrá 
del sub-rubro 7.5 “transferencias a unidades familiares”. 
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La ANEP dará cuenta de lo actuado a la Asamblea General, 
al Tribunal de Cuentas de la República y al Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Art. 3”. - Los montos otorgados al Consejo Directivo de la 
Administración Nacional de la Educación Pública a los efectos 
de adecuar los salarios de sus funcionarios, serán ajustados en 
la misma oportunidad y porcentaje en que se ajustan dichos 
salarios, con cargo a Rentas Generales”. 


12) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de levantar la sesión, la 
Presidencia recuerda a los integrantes de la Comisión Especial 
de Reforma de la Constitución que ésta levantará el cuarto 
intermedio para seguir sesionando en la sala de ministros. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 17 y 29 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores sena- 
dores Alonso Tellechea, Arana, Astori, Batalla, Belvisi, Be- 
sozzi, Bianchi, Blanco, Bouza, Bouzas, Cassina, Elso Goñi, 
Gargano, Grenno, Irurtia, Korzeniak, Pereyra, Pérez, Prio- 
re, Ramírez, Ricaldoni, Santoro, Silvelra Zavala, Viera y 
Zumarán). 
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